
El derecho sobre el propio cuerpo es una mala 
guía para reflexionar sobre el problema. 

EL DERECHO A LA VIDA Y LA 
REGULACION DEL ABORTO 
Por Luis Núñez Ladevéze 

•

uizá sea la discusión sobre el abor to el más inquietante de 
los debates que se suscitan en la sociedad del bienestar. El 
confl icto se plantea entre quienes consideran que la defen-
sa de la v ida es una ob l igac ión ética pr imordia l que el Es-
tado tiene por fin asegurar por medios jurídicos coactivos, 

y quienes consideran que toda persona tiene un derecho absoluto a 
disponer de su p rop io cuerpo. Este derecho no es, sin embargo , in-
compat ib le con la defensa incondic ional de la v ida que reclaman los 
primeros ya que podría distinguirse, y hay razones b io lógicas profun-
das que ob l igan a esta dist inción, entre el derecho sobre lo que el 
p rop io cuerpo es y la defensa de la v ida del indiv iduo que está en la 
madre pero que no se identi f ica con su cuerpo. 

A quienes aceptan que el embr ión humano está en el cuerpo de la 
madre pero es un ind iv iduo distinto de ese cuerpo, la punic ión del 
abor to puede suponerles un confl icto entre la ob l igac ión legal de pro-
teger incondic ionalmente la v ida y la tolerancia hacia situaciones so-



cíales de las gestantes tan dramát icas que resultaría cruel su castigo. 
En este artículo trato de argumentar por qué el derecho sobre el cuer-
po no puede servir de criterio para la legal ización del aborto. Tam-
bién intento ofrecer un esquema de solución a la inquietud que se pro-
duce a quienes est imando que la protección de la v ida es una función 
inexcusable del Estado se sienten confusos y consideran socialmente 
contraproducente que se juzgue a una mujer cuyas circunstancias so-
ciales o psicológicas alteran intensamente su equi l ibr io mental. 

El punto de part ida para la regulación jurídica del abor to en las 
sociedades democrát icas se basa en el pr inc ip io de que la legislación 
ha de ser neutral en relación con las morales subjetivas de los ciuda-
danos. En las sociedades l iberales el Estado está separado de la Igle-
sia o de las religiones. Su función consiste en asegurar que cada ciu-
dadano pueda vivir de acuerdo con sus ideas y su rel igión, resolvien-
do las posibles interferencias que puedan or iginarse a causa de la co-
lisión de sus creencias. Trataré de mostrar que, por fundamental que 
sea para asegurar la convivencia pacíf ica, el pr inc ip io de recíproca 
tolerancia en el que se funda la neutral idad moral del Estado no pue-
de ser la única base pa ra organ izar la convivencia. Toda constitución 
presupone algún criterio sustantivo, como es la ob l igac ión de garanti-
zar la v ida a quienes no son capaces de asegurársela por sí mismos, 
ante el que no es posible ser neutral. 

La comunidad polít ica no está fo rmada solamente por c iudadanos 
que han de tolerarse recíprocamente unos a otros. Está consti tuida 
también por personas que han de ser protegidas por intolerantes que 
sean. Un demente, un recién nac ido, un anc iano han de ser social-
mente protegidos, independientemente de que sean tolerantes o intole-
rantes. El pr inc ip io de tolerancia no es, pues, un pr inc ip io universal ni 
el pr imero de los pr incipios en que se funda la o rgan izac ión polít ica 
democrát ica pues si lo fuera tendría que apl icarse de modo universal. 
Pero eso no es posible. Sin embargo, cuando en nombre del Estado 
se trata de apl icar el pr inc ip io de neutral idad y de tolerancia se inter-
preta como si de hecho fuera lo que no es: una pauta de ap l icac ión 
universal, es decir, como si pudiera valer para todos los seres huma-
nos que han de padecer -y no sólo disfrutar- las consecuencias de las 
normas del Estado. Pero ocurre que a base de repetir que todos so-



mos ¡guales ante la ley se ha l legado a creer que es verdad que todos 
somos legalmente ¡guales unos a otros. Pero eso no es cierto ni para 
la prop ia ley. El pr inc ip io de igua ldad ante la ley debería enunciarse 
asi: " todos los que la ley declara iguales han de ser tratados por la 
ley como ¡guales". Muchos confunden la i gua ldad humana con la 
igua ldad ante la ley. Pero los niños no son ¡guales ante la ley a los 
adultos porque hay que tolerarles comportamientos que a aquéllos no 
se les admite. Por eso se les exige y castiga menos y se les protege 
más. También los enfermos, los ancianos y los d iscapaci tados, que no 
pueden disponer de sus facultades físicas o mentales, han de ser pro-
tegidos y no solamente tolerados. Por tanto el pr inc ip io de igua ldad 
ante la ley no se puede confundir con el de igua ldad humana univer-
sal porque no todos los individuos son iguales ante la ley (1). Sólo son 
legalmente ¡guales las personas def in idas por la ley como ¡guales. 
¿Por qué razón o cómo se justifica esa, lo pongo entre comil las, "dis-
cr iminac ión" del pr inc ip io de igua ldad legal? 

Distinción de Dworkin 

Recientemente se ha publ icado un interesante l ibro sobre el proble-
ma del abor to en las sociedades occidentales escrito por el profesor 
de las universidades de Nueva York y Ox fo rd , Ronald Dworkin. Su ar-
gumentación se basa en la sugerente dist inción de lo que l lama "fun-
damentos o razones de carácter autónomo o sustantivo" y " fundamen-
tos o razones de carácter der ivado o indiv iduales". Profundicemos en 
esta di ferencia. Llama "de carácter autónomo o sustantivo", aquel las 
razones que no presuponen ni dependen de ningún interés part icular; 
y "de carácter de r i vado" las que satisfacen intereses part iculares o 
propios de un indiv iduo. Interesa enfat izar el punto de vista de Dwor-
kin de que la oposic ión al abor to se basa en razones de carácter au-
tónomo o sustantivo y no der ivado. Según Dwork in, y creo que tiene 
razón, el feto no tiene un interés prop io en sobrevivir. Ad jud icar un in-
terés al feto es una idea exótica porque carece de conciencia. La dis-
t inción ob l iga , pues, a discernir quiénes son los sujetos que pueden 
expresar y defender intereses propios. En general , esos son los que el 



El principio de igualdad ante la ley-
nose puede confundir con el de igualdad 
humana universal porque no todos los 
individuos son iguales ante la ley 

derecho reconoce como poseedores de capac idad jurídica y de obrar 
por sí mismos de modo que cualquier disposic ión legal que hagan 
tendrá plenos efectos legales. Estos son los sujetos def in idos por el de-
recho como iguales ante la ley. La norma dispone que son capaces 
de defender sus intereses individuales por sí mismos. 

Si la dist inción entre " fundamentos autónomos" y " fundamentos de-
r ivados" tiene que ver con la defensa legal de intereses propios frente 
a aquellos que arguyen motivaciones fundamentales para oponerse a 
esos intereses, entonces es ob l i gado que nos preguntemos a qué clase 
de individuos reconoce la ley la plena capac idad de defender sus in-
tereses por sí mismos. Y esto es lo que también se pregunta implícita-
mente la ley al imponer requisitos para distinguir entre quienes tienen 
la plena capac idad y quienes no la tienen. Sólo ciertos individuos, de 
acuerdo con algún fundamento extraconstitucional que da sentido a la 
"no rma" , son plenamente iguales ante la ley porque son los únicos 
que, conforme con tal cri terio, están plenamente capac i tados para de-
fender sus intereses propios. En ningún sentido podría decirse que un 
perro tiene interés prop io en conservar su v ida , ni que puede ejercitar 
una acción jurídica para defender el medioambiente; tampoco puede 
hacerlo un feto, ni tan siquiera podríamos decir que un bebé, un en-
fermo mental o un d iscapac i tado tengan conciencia de su interés co-
mo la tiene, para ejercitar su defensa, una persona legalmente capa-
ci tada para ser " i gua l " a las demás. 

En real idad no somos todos, por prescripción de la misma ley, jurí-
dicamente iguales a los demás, sino que todos podemos l legar a ser 
iguales según la ley si se dan las condic iones normales de desarrol lo. 
Pero, ¿cuáles son estas "condic iones de desarrol lo"? La ley podrá de-
finirlas pero no dependen de lo que la ley dec ida. La ley puede equi-
vocarse al definir como "cond ic ión de desarrol lo" lo que no lo es, del 



mismo modo que se puede equivocar al definir como "cuerdo" lo que 
es demencia, porque ni la normal idad ni la anorma l idad , ni la cordu-
ra ni la demencia dependen de lo que la ley def ina por tales. Así, 
pues, el prob lema no consiste en ponernos de acuerdo en una defini-
ción sino en encontrar un criterio adecuado en el que fundar nuestras 
definiciones sobre lo que es o deja de ser una condic ión correcta o 
normal de desarrol lo para estimar que una persona puede valerse por 
sí misma para defender sus intereses frente a las pretensiones de las 
demás. 

Llego, pues, a la siguiente conclusión: la dist inción entre defensa 
de intereses der ivados y protección a individuos indefensos basada 
en razones fundamentales no sirve para abordar el debate sobre el 
abor to como un problema de confl icto de creencias que no pueda ser 
a tend ido por una Constitución. N o es una discusión entre distintos cri-
terios pr ivados de mora l idad que deban tolerarse entre sí porque se 
les ap l icara el pr inc ip io de neutral idad del Estado. Todo Ordenamien-
to legal, lo quiera o no, incluye ambos t ipos de preceptos: los relati-
vos a la defensa de intereses y los relativos a la protección de quienes 
no pueden defenderse a sí mismos. Aunque muchos exigen la despe-
nal ización del abor to argumentando que todo indiv iduo tiene un dere-
cho incondic ional a disponer de su cuerpo, eso no se corresponde 
con la rea l idad social ni b io lóg ica ya que no todos los individuos pue-
den disponer con la misma l ibertad de su cuerpo y si la ley permit iera 
que algunos puedan hacerlo de modo incondic ional entonces dejar ía 
en infer ior idad a quienes b io lóg ica, corpora l o psicológicamente no 
están capaci tados para hacerlo. 

Sentencia del Tribunal Constitucional alemán 

M u y interesante a este respecto es la sentencia del Tribunal Consti-
tucional a lemán con relación a este tema, cuyo extracto para la pren-
sa fue pub l icado en la sección de documentos de Nueva Revista. El 
a l to t r ibunal g e r m á n i c o tuvo que pronunc ia rse el 2 8 de m a y o de 
1 9 9 3 acerca de la const i tucional idad de la normativa de la "Ley de 



ayuda al embarazo y a la fami l ia" de 2 7 de julio de 1 9 9 2 . Esta ley 
tenía que regular cuándo el abor to era punible y en qué casos podr ía 
de jar de serlo. El prob lema se p lanteaba a consecuencia de la reunifi-
cación de las dos Alemanias, pues las leyes del Este, basadas en el 
pr inc ip io rusoniano de que la competencia moral pertenece al Estado 
y no al c iudadano, eran más permisivas para quienes pueden defen-
der sus intereses der ivados, pero menos protectoras de quienes no 
pueden hacerlo por sí mismos, que las de la A lemania Occ identa l . 

La sentencia dist ingue dos campos diferentes de protección jurídi-
ca. Por un lado, el interés der ivado de la madre por disponer libre-
mente de su cuerpo. Se puede suponer que, por razones subjetivas, la 
madre desee abor tar . Se presume que eso no es legal. Aunque no se 
uti l iza esta expresión es lo que se presume desde el momento en que 
lo que hay que juzgar para que una abort ista no sea sanc ionada es 
su motivo para abor tar ; por otro lado, se del imitan las condic iones 
para que el abor to pueda no ser sancionado. Pero, además, el Tribu-
nal Consti tucional considera que el legislador debe proteger la v ida 
humana como un valor en sí mismo y que, por ello, la administración 
debe tratar de persuadir a la mujer embarazada para que no aborte 
asegurando en lo posible la gestación del hi jo. La Ley Fundamental y 
el Tribunal Consti tucional, y esto es lo importante desde el punto de 
vista de los pr incipios, an iman a la mujer a que proteja la v ida en el 
seno materno. 

C o m o la Const i tución Española y la jur isprudencia del Tr ibunal 
Constitucional español, el Tribunal Consti tucional germánico corrobo-
ra que la v ida del no nac ido ha de ser protegida como un valor en sí 
mismo, es decir, como un bien jurídico independiente del interés deri-
vado de la madre en interrumpir el embarazo . "La protección del no 
nac ido -dice el Tribunal- sólo es posible si el legislador, por pr inc ip io, 
prohibe la interrupción del embarazo e impone a la madre el deber 
jurídico fundamental de la gestación". Podría interpretarse que esta 
expresión enuncia una restricción de l ibertades individuales, pero no 
es eso lo que enuncia, sino una ampl iac ión de la protección jurídica a 
aquellos que no pueden protegerse por sí mismos. Obv iamente, si la 
l ibertad fuera un pr inc ip io que únicamente tiene en cuenta a aquellos 
que la ley def ine como capaces de actuar l ibremente en defensa de 



sus intereses, entonces el pr inc ip io constitucional habría que interpre-
tarlo como una restricción de la l ibertad indiv idual , pero sólo la de 
aquel los individuos que son capaces de defender intereses der ivados. 
Esto signif ica que es el concepto de indiv iduo, no la restricción de la 
l ibertad lo que se discute. El bien proteg ido no puede ser sólo la liber-
tad de quienes pueden defenderse por sí mismos, porque la ley tiene 
la ob l igac ión de proteger a quienes, siendo individuos, no pueden ha-
cerlo valer para defender sus intereses. Interpretar esa protección le-
ga l de los débiles como una restricción de la l ibertad de los normales 
es un contrasentido, porque la función de la norma es asegurar la li-
bertad de quienes ahora no pueden ser libres para que puedan serlo 
en el futuro. La protección no afecta sólo al nasáturus, sino a todos 
los débi les, a los niños, a los enfermos, a los d iscapaci tados psíquicos 
o físicos y a los ancianos. 

Es obv io que el fundamento de esta actitud del Tribunal a lemán es 
el mismo que, por motivos no declarados y que son independientes de 
cualquier dec la rac ión , pacto o decis ión que se pueda adopta r por 
una Asamblea, sea o no democrát ica, ob l iga a distinguir entre quie-
nes tienen plena capac idad jurídica y de obrar - igualados por la ley 
como capaci tados para defender por sí mismos sus derechos deriva-
dos- y quienes no pueden ser igualados a éstos, pues esa igualación 
los situaría en una in fer ior idad de condic iones para la defensa de lo 
que no pueden defender -sus intereses derivados- que acarrearía su in-
defensión. La conclusión es que no hay pos ib i l idad a lguna de que un 
ordenamiento legislativo o una Constitución no presuponga algún fun-
damento autónomo, o sea algún motivo sustantivo del que el prop io 
ordenamiento no puede dar cuenta, para hacer una dist inción entre 
personas plenamente ¡guales ante la ley -porque se las reconoce auto-
nomía para decid i r por sí mismas cómo han de defender sus intereses-
y personas a las que la ley protege por razones de t ipo fundamental-
ya que no pueden defenderse por sí mismas y ni siquiera se puede 
decir que sean conscientes de que tengan algún interés en defender 
a lgo propiamente suyo, individualmente intransferible: su subsistencia, 
su vida-. 

Esa dist inción, implícita en el p rop io concepto de " i gua ldad ante 
la ley" no se tiene en cuenta, y muchos reducen el problema del abor-



No hay posibilidad alguna 
de que un ordenamiento legislativo 
o una Constitución no presuponga 
algún fundamento autónomo, 
o sea, algún motivo sustantivo 
del que el propio ordenamiento 
no puede dar cuenta 

to a una colisión entre exigencias de t ipo " fundamental is ta" por parte 
de c iudadanos que tienen creencias religiosas acerca de lo que es ser 
una persona humana y personas que piensan que solo a ellas corres-
ponde decidi r sobre su cuerpo. Pero es obv io que no es posible redu-
cir la protección jurídica a sólo lo que tiene conciencia y puede defen-
derse por sí mismo. El Ordenamiento no puede aduci r argumento al-
guno de carácter "de r i vado" para " fundamentar" esa dist inción. N o 
puede, porque la responsabi l idad jurídica entre una persona que está 
en perfecta condic ión para defender sus intereses propios, y un indivi-
duo que no lo está, como el feto, no puede ser equitat ivamente equi-
parable . Y por esta razón la " i gua ldad legal" no iguala a todos sino 
que dist ingue a aquel los que pueden defender sus intereses exigiéndo-
les más responsabi l idades que a aquellos que no están dotados para 
hacerlo. 

Hay, por tanto, un cri terio de discr iminación en el concepto mismo 
de " i gua ldad legal" . Pero este criterio no se puede basar en razones 
de las que Dwork in l lama de t ipo der ivado. Tiene que basarse en ra-
zones de carácter autónomo, trascendentes a la p rop ia Constitución. 
Es decir , es inútil y falso concebir , como implícitamente hace Dwork in, 
un Ordenamiento jurídico como un sistema de transacciones entre su-
jetos que def ienden intereses der ivados o propios, porque los propios 
Ordenamientos del imitan a algunos sujetos jurídicos como "personas 
normalmente desarro l ladas" , en el sentido muy part icular de que sólo 
ellos son capaces de defender plenamente por sí mismos sus intereses 
como individuos. 

N o sólo es imposible disociar las razones de t ipo "de r i vado" como 
constitucionales o legales de las de "carácter au tónomo" , como extra-



Lo que se entiende como igualdad 
de la naturaleza humana 
o de todos los hombres es distinto 
de lo que se entiende 
por igualdad de todos ante la ley 

constitucionales, o moralmente pr ivadas, sino que, en la un idad de 
coherencia de cualquier argumentación, incluidas las pretensiones re-
gulat ivas de una Constitución pactada, las razones der ivadas han de 
fundarse en a lguna razón de t ipo autónomo, porque sólo una razón 
de t ipo autónomo o fundamental , basada en una razón o mot ivación 
extralegal , puede expl icar por qué el pr inc ip io de igua ldad ante la 
ley es un supuesto discr iminator io que distingue, con algún sentido o 
fundamento del que el O r d e n a m i e n t o no puede da r cuenta, entre 
¡guales ante la ley y desiguales, entre plenamente responsables y no 
plenamente responsables, entre el sujeto que es ob je to de la protec-
c ión jurídica y el sujeto que además de ser objeto de protección es 
objeto de exigencia legal. Es decir, sólo si hay una razón de carácter 
autónomo, sustantivo, fundamental , y no interesada, o sea no particu-
lar o no fundada en el interés der ivado de una conciencia empeñada 
en hacer valer sus propias pretensiones, se puede encontrar un senti-
do a que el pr inc ip io de igua ldad ante la ley sea discr iminator io. 

En conclusión, lo que se entiende como igua ldad de la naturaleza 
humana o de todos los hombres es distinto de lo que se entiende por 
igua ldad de todos ante la ley. La pa labra " todos" en " i gua ldad de to-
dos ante la ley" es discr iminator ia, y no puede apl icarse a todos los 
hombres; pero la pa labra todos en "todos los hombres", o " todas las 
personas", no puede ser dec id ida por la ley, ya que su contenido no 
puede ser aco rdado por transacción o compromiso polít ico. Si se hi-
ciera así no tendrían sentido los Derechos Humanos, porque, o bien 
los Derechos Humanos tienen un fundamento en a lgo previo e incues-
t ionable, a lo que l lamamos "natura leza humana" , que es anterior a 
los sentimientos sobre lo que ha de ser esa naturaleza, o bien los De-
rechos Humanos son convenciones relativas, susceptibles de modif ica-
ción o de pacto y adaptables a las necesidades políticas de cada Es-
tado part icular. El " todos" de "todos los hombres" se def ine con rela-



ción a " la naturaleza humana" . Pero si hay a lgo así como una "natu-
raleza humana" , ha de ser trascendente a lo que la ley, los pactos, 
las convenciones o las decisiones asamblear ias d igan sobre qué es o 
no ha de ser, sobre qué ha de protegerse o qué ha de quedar exclui-
do de la protección legal relativa a esa presunta "natura leza" . Y si no 
hay una naturaleza humana el " todos" de la Declaración Universal es 
aleator io, arb i t rar io y equívoco. 

La obligación de cooperar con la vida 

Los Tribunales Constitucionales alemán y español y la Constitución 
española reflejan esa fundamentación no reconocida, y lo hacen ex-
plícitamente, porque una actitud razonable no tiene más remedio que 
admit i r incluso por la puerta trasera lo que no se l lega a declarar de 
modo expreso. Pero eso no resuelve todos los problemas relativos al 
abor to y el Tribunal Constitucional a lemán hace una observación com-
plementaria que no se puede ignorar . El problema se plantea como 
un confl icto entre la exigencia esencial de proteger jurídicamente la 
v ida humana -no sólo la de la persona consciente-, y la ob l igac ión im-
puesta a la mujer embarazada , incluso contra su prop io interés subje-
tivo, de cooperar con la gestación. La pregunta que se hace es: ¿has-
ta qué punto se puede imponer a una mujer la ob l igac ión jurídica y 
polít ica de que coopere con su embarazo? Esta pregunta no tiene que 
ver con el presunto "derecho a abortar de las mujeres". Se trata de lo 
contrar io: de hasta dónde puede l legar la ob l igac ión de cooperar con 
el embarazo hab ida cuenta de que ese derecho a abortar no existe. 

Conviene advert ir que no se trata de una ob l igac ión jurídica anor-
mal. Cuando la ley dist ingue entre los iguales ante la ley y los desi-
guales que han de ser protegidos, lo hace para amparar a los desi-
guales. Así, hay que cooperar con los d iscapaci tados, con los niños y 
con los ancianos, y no solamente tolerarlos. Hay obl igac iones jurídi-
cas de ayudar y proteger al que lo necesita, como la de dar al imentos 
a los famil iares o auxi l iar al acc identado y, naturalmente, la de coo-
perar con el embarazo . N o se trata, pues, de un supuesto anormal , 



de una excepción que se imponga a la mujer, por serlo, sino de una 
ap l icac ión del pr inc ip io general de que el débi l debe ser aux i l iado 
por el que está más próx imo, como ocurre con los deberes famil iares 
(que sólo se exigen a los que son padres, o a los que son hijos, pero 
no a los que no son ni una cosa ni otra) de prestación de al imentos, 
educación y atención conforme a las posib i l idades sociales. 

En el caso de la mujer embarazada hay una di ferencia, pues obli-
ga a proteger a un indiv iduo que se halla en su cuerpo. De aquí que 
también sea normal la pregunta de hasta dónde se la puede ob l igar a 
cooperar . ¿Se la puede obl igar a que coopere con el embarazo , aún 
a riesgo de su prop ia v ida? ¿Se puede apl icar el pr inc ip io de legit ima 
defensa física y ps icológica frente a quien -como el feto- subjetivamen-
te no real iza una agresión? Tal vez pueda hablarse de defensa de la 
prop ia v ida cuando alguien la pone objet ivamente en pel igro. Pero lo 
importante es que la ley polít ica no puede imponer una ob l igac ión in-
condic ional , i l imi tada, de cooperac ión con la gestación. Por eso la 
Ley puede admit ir casos de despenal izac ión por motivos de defensa 
psicológica y física, sin que, por ello, c laudique de su punto de vista 
de que la madre tiene una ob l igac ión ni t raic ione el pr inc ip io general 
de que es necesario proteger la v ida humana en sí misma (2). Aceptar 
este punto de vista es distinto de argumentar que la despenal izac ión 
es un asunto que concierne a la conciencia pr ivada de manera que se 
pueda cómodamente aceptar una ley que la conciencia rechaza. 

Se podrá oponer que este planteamiento es una arguc ia para ad-
mitir el abor to por la puerta trasera mientras se lo rechaza por la de-
lantera. Sin embargo , hay una gran di ferencia, creo, entre reconocer, 
como a veces se hace, un derecho al abor to , y aceptar motivos de 
exención de la ob l igac ión de cooperar con el embarazo . N i jurídica, 
ni social, ni moralmente se trata de lo mismo. En un caso, sólo se re-
conocen derechos der ivados e intereses explícitos de la madre; en el 
segundo, la ley considera motivos fundamentales y autónomos, una 
mora l idad sustantiva que ha de ser admi t ida en común. Esta diferen-
cia es decisiva, ya que supone que el p rop io Ordenamiento legal tra-
ta de buscar una fundamentación objet iva de los Derechos Humanos. 
Pues ni siquiera la Declaración de Derechos del Hombre puede deci-
dir quién es el sujeto reclamante de un "derecho humano" ya que mu-



Hay una gran diferencia entre 
reconocer un derecho al aborto, 
y aceptar motivos de exención de 
la obligación de cooperar 
con el embarazo 

chos de los protegidos por eso Declaración lo son justamente porque 
no están capac i tados para reclamar. Por eso han de ser protegidos 
por la Declaración. Por tanto, la pregunta es: ¿por qué razón se ha 
de proteger a un niño desde el momento de su nacimiento y no desde 
el momento de su gestación cuando las razones para proteger a uno 
y a otro son todas de carácter fundamental , ya que no pueden serlo 
de carácter der ivado? 

La respuesta a la pregunta sobre qué requisitos han de considerar-
se para que la ley proteja a una persona humana no puede separarse 
de la respuesta a esta otra: ¿qué es naturalmente -por naturaleza, y 
no por arbi t r io legal- una persona humana?. Ser persona no es lo mis-
mo que ser sujeto de derechos y de obl igaciones. Desde el punto de 
vista de una ley coherente, preguntarse sobre qué es ser persona equi-
vale a preguntarse sobre qué es ser naturalmente un ser humano. 

Hay una cierta tendencia a presentar el problema social del abor-
to como un confl icto de intereses entre la madre y quienes tienen la 
convicción " fundamental is ta" de que la v ida es un bien absoluto. Esto 
no es así y he intentado mostrar por qué se trata justamente de lo con-
trario: el que haya que proteger al feto es un caso especial del princi-
p io general que ob l iga al Estado a proteger al d iscapac i tado porque 
no está capac i tado para defenderse por sí mismo. La ob l igac ión de 
cooperar con la gestación es independiente del interés que tenga el 
feto de compensar una d iscapac idad que nunca podría compensarse 
a menos que se desarrol le lo que la madre está dec id ida a interrum-
pir: la v ida del organismo humano que habita en su seno. 

El cri terio para precisar quién es d igno de protección jurídica no 
puede ser otro que la procedencia "natura l " . Cualquier otro sería con-



vencional , capr ichoso, interesado o arbi t rar io. Lo natural es la perte-
nencia a una naturaleza común que nos constituye como individuos 
independientemente de que la ley lo sancione o deje de sancionar. 
Pero lo natural incluye obl igac iones que podemos l lamar "naturales" y 
que son morales. Lo natural tiene un sentido normativo. Ser natural es 
sentirse ob l igados a cumplir con normas sociales de carácter autóno-
mo que der ivan de nuestra condic ión de ser naturalmente humanos y 
no de intereses de la p rop ia conciencia. • 

(1) Obviamente hay otras desigualdades legales, como los privilegios de in-
munidad, que no comentamos. 
(2) Este planteamiento puede justificar algunos supuestos de despenalización 
del aborto. El problema de cuáles pueden despenalizarse no se plantea aquí. 
Los tres supuestos de la ley española vigente podrían estar en el límite. Hay 
dos aspectos problemáticos: 1) la ley puede despenalizar a la mujer angustia-
da por la extrema necesidad o algo parecido, pero ¿cómo eximir de culpa al 
médico y colaboradores? 2) ¿cómo asegurar que la despenalización no sirva 
de argucia para presentar como conducta normativa lo que queda estatuido 
como conducta ilegal? De hecho, nuestra ley ha servido para que los abortis-
tas consideraran "terreno ganado" los supuestos de despenalización y "terre-
no por ganar" el reconocimiento de un derecho ilimitado de la mujer sobre lo 
que está en su cuerpo, un derecho a abortar. Mientras escribo, el Gobierno 
ha elaborado un proyecto que incluye el eufemísticamente llamado "cuarto su-
puesto". La ley se presenta como despenalizadora de un nuevo supuesto, pe-
ro en realidad instituye el derecho al aborto porque el "cuarto supuesto" no 
es un supuesto de despenalización, aunque la ley así lo llame, sino una posi-
bilidad abierta a la mujer para que pueda abortar a su capricho ya que se 
hace depender la aplicación de la ley penal del criterio de la abortista. Se 
trata de un reconocimiento tácito del "derecho a abortar", ya que se impide 
la objeción de conciencia de los médicos de la sanidad pública y asegura la 
gratuidad de la intervención. La hipocresía del texto legal es manifiesta cuan-
do asegura que el Estado tratará de hacer valer ante la mujer un interés obje-
tivo de protección de la vida que, de hecho, no asegura desde el momento en 
que admite que prevalecerá el interés subjetivo de disposición arbitraria de la 
madre sobre su cuerpo. 


